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LEGISLACIÓN DEL ESTADO ESPAÑOL

Miguel Rodríguez Blanco
Universidad de Alcalá

Se recogen en esta sección las disposiciones del Estado español del 
año 2022 que afectan, directa o indirectamente, al Derecho Eclesiástico del 
Estado. La recopilación se hace con vocación de exhaustividad, aunque se de-
jan fuera referencias genéricas a la religión aparecidas en disposiciones sobre 
actos administrativos −concesión de subvenciones, por ejemplo− que no crean 
Derecho sustantivo. Las normas, extractadas a los efectos que interesan, se 
agrupan sistemáticamente conforme a los siguientes apartados:

 I. Libertad religiosa y prohibición de discriminación.
 II. Enseñanza.
 III. Ministros de culto y religiosos
 IV. Aspectos patrimoniales.
 V. Financiación.
 VI. Normas sobre organismos.

I. LIBERTAD RELIGIOSA Y PROHIBICIÓN DE DISCRIMINACIÓN

1.  Real Decreto 176/2022, de 4 de marzo, por el que se aprueba el Código de 
Conducta del personal de la Guardia Civil (BOE de 5 de marzo de 2022)

El código de conducta del personal de la Guardia Civil, aprobado median-
te este real decreto, constituye la guía que define los valores, principios y nor-
mas de comportamiento que han de regir en todo momento la actuación de los 
miembros del cuerpo.

Los artículos 11, 12 y 13 regulan la obligación de respetar los derechos 
fundamentales, garantizar la igualdad y no discriminación y mantener una neu-
tralidad ideológica. 
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2.  Real Decreto 210/2022, de 22 de marzo, por el que se establecen las 
normas reguladoras del Bono Cultural Joven (BOE de 23 de marzo de 
2022)

Este real decreto tiene por objeto regular el programa de ayudas denominado 
Bono Cultural Joven previsto en la disposición adicional centésima vigésima se-
gunda de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Esta-
do para el año 2022, destinado a facilitar el acceso del público joven a la cultura.

Conforme al artículo 7, podrán obtener la condición de entidad adherida al 
Bono Cultural Joven aquellas personas físicas o jurídicas, españolas o extran-
jeras, establecidas o que presten servicios en España y que, de forma profesio-
nal y habitual, ejerzan o su objeto social consista en la realización de activida-
des de venta o puesta a disposición de productos, actividades y servicios 
culturales, en los términos previstos en el artículo 8 del propio real decreto.

El apartado 8, letra h) del artículo 7 del real decreto exige a estas entidades 
garantizar la utilización de un lenguaje no sexista en toda la documentación y 
materiales relacionados con las actividades y productos subvencionados, evitar 
cualquier imagen discriminatoria por razón de sexo, discapacidad, salud, na-
cionalidad, origen racial o étnico, religión o creencias, y fomentar una imagen 
respetuosa con el principio de igualdad de trato y no discriminación, la toleran-
cia, la diversidad, la pluralidad de roles y la corresponsabilidad.

3.  Resolución de 26 de abril de 2022, de la Secretaría de Estado de Empleo 
y Economía Social, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 19 de abril de 2022, por el que se aprueba el Plan Anual 
de Política de Empleo para 2022, según lo establecido en el artículo 
11.2 del texto refundido de la Ley de Empleo, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre (BOE de 4 de mayo de 
2022)

Mediante esta resolución se da publicidad al acuerdo del Consejo de Mi-
nistros de fecha 19 de abril de 2022, por el que se aprueba el Plan Anual de 
Política de Empleo para 2022. 

Uno de sus ejes es integrar el principio antidiscriminatorio en todas las 
acciones, no solo por razón de género, sino también por edad, ideología o con-
vicciones, religión o creencias, origen racial o étnico, salud, discapacidad, 
orientación sexual, identidad de género y características sexuales.
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4.  Real Decreto 485/2022, de 21 de junio, por el que se modifica el Real 
Decreto 1214/1997, de 18 de julio, sobre organización del Centro de 
Investigaciones Sociológicas (BOE de 22 de junio de 2022)

Este real decreto modifica varios artículos del Real Decreto 1214/1997, de 
18 de julio, sobre organización del Centro de Investigaciones Sociológicas. 

Conforme a la nueva redacción del artículo 5, entre los principios de la 
investigación empírica aplicada se encuentra el universalismo, que implica que 
no se tendrá en cuenta ningún tipo de prejuicio personal, social, religioso, tra-
dicional u otros, y la voluntariedad de las respuestas, en especial cuando se 
inquiera acerca de cuestiones de tipo étnico, político, religioso o ideológico, así 
como sobre circunstancias que se refieran a la intimidad personal o familiar de 
las personas encuestadas.

5.  Ley 13/2022, de 7 de julio, General de Comunicación Audiovisual (BOE 
de 8 de julio de 2022)

Esta ley tiene por objeto regular la comunicación audiovisual de ámbito 
estatal, así como establecer determinadas normas aplicables a la prestación del 
servicio de intercambio de vídeos a través de plataforma. Igualmente, establece 
las normas básicas para la prestación del servicio de comunicación audiovisual 
autonómico y local, sin perjuicio de las competencias de las comunidades au-
tónomas y los entes locales en sus respectivos ámbitos.

Su disposición derogatoria deroga expresamente las siguientes normas con 
rango de ley:

a) Ley 22/1999, de 7 de junio, de modificación de la Ley 25/1994, de 12 
de julio, por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 
89/552/CEE, sobre la coordinación de disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los Estados miembros, relativas al ejercicio de actividades 
de radiodifusión televisiva.

b) Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual.
c) La disposición adicional duodécima de la Ley 3/2013, de 4 de junio, 

de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

El artículo 4 lleva por título «Dignidad humana». Afirma que la comunica-
ción audiovisual será respetuosa con la dignidad humana y los valores constitu-
cionales. Por ello, no incitará a la violencia, al odio o a la discriminación contra 
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un grupo o miembros de un grupo por razón de edad, sexo, discapacidad, orien-
tación sexual, identidad de género, expresión de género, raza, color, origen étnico 
o social, características sexuales o genéticas, lengua, religión o creencias, opinio-
nes políticas o de cualquier otro tipo, nacionalidad, patrimonio o nacimiento.

Asimismo, la comunicación audiovisual respetará el honor, la intimidad y 
la propia imagen de las personas y garantizará los derechos de rectificación y 
réplica, en los términos previstos en la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de 
protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la 
propia imagen, la Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho 
de rectificación y Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de 
datos personales y garantía de los derechos digitales.

Por último, la comunicación audiovisual no contendrá una provocación 
pública a la comisión de ningún delito, entre los que se cita expresamente la 
incitación al odio, hostilidad, discriminación o violencia contra un grupo, una 
parte del mismo o contra una persona determinada por motivos racistas, xenó-
fobos, por su sexo o por razones de género o discapacidad en los términos 
previstos en el Código Penal.

Conforme al artículo 102, los prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual televisivo lineal en abierto cumplirán las siguientes obligaciones 
para garantizar la accesibilidad de sus contenidos: un mínimo de cinco horas 
semanales de programas en lengua de signos, prioritariamente emitidos en el 
horario de máxima audiencia, entre los que deberán incluir servicios religiosos. 
En el caso de los prestadores del servicio público, esta obligación se incremen-
ta a un mínimo de quince horas. 

El artículo 122 regula las prohibiciones absolutas de determinadas comu-
nicaciones comerciales audiovisuales. Se prohíbe toda comunicación comercial 
audiovisual que vulnere la dignidad humana, fomente la discriminación contra 
un grupo de personas o un miembro de un grupo por razón de edad, sexo, dis-
capacidad, orientación sexual, identidad de género, expresión de género, raza, 
color, origen étnico o social, características sexuales o genéticas, lengua, reli-
gión o creencias, opiniones políticas o de cualquier otro tipo, nacionalidad, 
patrimonio o nacimiento.

El artículo 124 contempla la protección de los menores frente a las comu-
nicaciones comerciales audiovisuales, las cuales no podrán fomentar estereoti-
pos por razón de sexo, raza u origen étnico, nacionalidad, religión o creencia, 
discapacidad, edad u orientación sexual.

El artículo 129 considera emplazamiento de producto toda forma de comu-
nicación comercial audiovisual que incluya, muestre o se refiera a un producto, 
servicio o marca comercial de manera que figure en un programa o en un vídeo 
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generado por usuarios, a cambio de una remuneración o contraprestación simi-
lar. Esta forma de comunicación no podrá utilizarse en los programas religio-
sos. En la misma línea, el artículo 138.4 prohíbe insertar comunicaciones co-
merciales audiovisuales durante la emisión de los servicios religiosos. 
Asimismo, el artículo 141 advierte que la pantalla dividida, sobreimpresiones 
y publicidad híbrida no se podrá utilizar en los servicios religiosos.

Por último, cabe reseñar que el artículo 157 califica como infracción muy 
grave la emisión de contenidos audiovisuales que de forma manifiesta inciten 
al odio o a la discriminación contra un grupo de personas o un miembro de un 
grupo por razón religión o creencias.

6.  Ley Orgánica 6/2022, de 12 de julio, complementaria de la Ley 15/2022, 
de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación, 
de modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal (BOE de 13 de julio de 2022)

Mediante esta ley orgánica se da nueva redacción a los artículos 22, 4.ª, y 
510, apartados 1 y 2, del Código Penal. En ellos se hace referencia, respectiva-
mente, a la religión como circunstancia agravante y como causa de delito de odio. 

7.  Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no 
discriminación (BOE de 13 de julio de 2022)

Esta ley se promulga para garantizar y promover el derecho a la igualdad 
de trato y no discriminación y respetar la igual dignidad de las personas en 
desarrollo de los artículos 9.2, 10 y 14 de la Constitución. A estos efectos, la 
ley regula derechos y obligaciones de las personas, físicas o jurídicas, públicas 
o privadas, establece principios de actuación de los poderes públicos y prevé 
medidas destinadas a prevenir, eliminar, y corregir toda forma de discrimina-
ción, directa o indirecta, en los sectores público y privado.

Conforme al artículo 2, relativo al ámbito subjetivo de aplicación, se reco-
noce el derecho de toda persona a la igualdad de trato y no discriminación con 
independencia de su nacionalidad, de si son menores o mayores de edad o de 
si disfrutan o no de residencia legal. Nadie podrá ser discriminado por razón de 
nacimiento, origen racial o étnico, sexo, religión, convicción u opinión, edad, 
discapacidad, orientación o identidad sexual, expresión de género, enfermedad 
o condición de salud, estado serológico y/o predisposición genética a sufrir 
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patologías y trastornos, lengua, situación socioeconómica, o cualquier otra con-
dición o circunstancia personal o social.

No obstante, podrán establecerse diferencias de trato cuando los criterios 
para tal diferenciación sean razonables y objetivos y lo que se persiga es lograr 
un propósito legítimo o así venga autorizado por norma con rango de ley, o cuan-
do resulten de disposiciones normativas o decisiones generales de las administra-
ciones públicas destinadas a proteger a las personas, o a grupos de población 
necesitados de acciones específicas para mejorar sus condiciones de vida o favo-
recer su incorporación al trabajo o a distintos bienes y servicios esenciales y ga-
rantizar el ejercicio de sus derechos y libertades en condiciones de igualdad.

Las obligaciones establecidas en la presente ley serán de aplicación al sec-
tor público. También lo serán a las personas físicas o jurídicas de carácter priva-
do que residan, se encuentren o actúen en territorio español, cualquiera que 
fuese su nacionalidad, domicilio o residencia, en los términos y con el alcance 
que se contemplan en la presente ley y en el resto del ordenamiento jurídico.

El ámbito objetivo de aplicación se establece en el artículo 3 y es el siguiente: 

− Empleo, por cuenta ajena y por cuenta propia, que comprende el ac-
ceso, las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y las de despido, la 
promoción profesional y la formación para el empleo.

− Acceso, promoción, condiciones de trabajo y formación en el empleo 
público.

− Afiliación y participación en organizaciones políticas, sindicales, em-
presariales, profesionales y de interés social o económico.

− Educación.
− Sanidad.
− Transporte.
− Cultura.
− Seguridad ciudadana.
− Administración de Justicia.
− La protección social, las prestaciones y los servicios sociales.
− Acceso, oferta y suministro de bienes y servicios a disposición del 

público, incluida la vivienda, que se ofrezcan fuera del ámbito de la vida priva-
da y familiar.

− Acceso y permanencia en establecimientos o espacios abiertos al pú-
blico, así como el uso de la vía pública y estancia en la misma.

− Publicidad, medios de comunicación y servicios de la sociedad de la 
información.

− Internet, redes sociales y aplicaciones móviles.
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− Actividades deportivas, de acuerdo con la Ley 19/2007, de 11 de julio, 
contra la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte.

− Inteligencia Artificial y gestión masiva de datos, así como otras esfe-
ras de análoga significación.

De acuerdo con al artículo 4, queda prohibida toda disposición, conducta, 
acto, criterio o práctica que atente contra el derecho a la igualdad. Se conside-
ran vulneraciones de este derecho la discriminación, directa o indirecta, por 
asociación y por error, la discriminación múltiple o interseccional, la denega-
ción de ajustes razonables, el acoso, la inducción, orden o instrucción de dis-
criminar o de cometer una acción de intolerancia, las represalias o el incumpli-
miento de las medidas de acción positiva derivadas de obligaciones normativas 
o convencionales, la inacción, dejación de funciones, o incumplimiento de 
deberes. No se considera discriminación la diferencia de trato derivada de una 
disposición, conducta, acto, criterio o práctica que pueda justificarse objetiva-
mente por una finalidad legítima y como medio adecuado, necesario y propor-
cionado para alcanzarla.

La disposición final quinta modifica la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, 
por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal. En concreto, 
añade un nuevo párrafo al artículo 18.3 para introducir una sección contra los 
delitos de odio en las fiscalías provinciales. Además, se crea un apartado 2 bis 
en el artículo 20 mediante el cual se crea un fiscal contra los delitos de odio y 
discriminación en la Fiscalía General del Estado. 

8.  Real Decreto 636/2022, de 26 de julio, por el que se regula el Sello de 
Inclusión Social (BOE de 27 de julio de 2022)

Este real decreto establece el régimen jurídico del sello de inclusión social, 
en desarrollo de lo previsto en la disposición adicional primera de la Ley 
19/2021, de 20 de diciembre, por la que se establece el ingreso mínimo vital.

Conforme al artículo 4.3, las actuaciones desarrolladas para obtener el 
sello de inclusión social deberán integrar el principio de igualdad entre mujeres 
y hombres, así como la igualdad de oportunidades para todas las personas, sin 
discriminación por motivos de sexo, origen racial o étnico, religión o credo, 
discapacidad, edad, orientación sexual o identidad de género.
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9.  Resolución de 3 de agosto de 2022, de la Presidencia del Consejo 
Superior de Deportes, por la que se publican los Estatutos de la Real 
Federación Española de Fútbol (BOE de 16 de agosto de 2022)

Conforme al artículo 1, apartado 6, de los estatutos, la Real Federación 
Española de Fútbol, sus ligas, clubes, jugadores, árbitros, entrenadores, directi-
vos y, en general, todas las demás personas físicas o jurídicas que la conforman, 
se comprometen a mantener una posición neutral en temas de religión y política. 

10.  Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la 
libertad sexual (BOE de 7 de septiembre)

El objeto de esta ley orgánica es la garantía y protección integral del dere-
cho a la libertad sexual y la erradicación de todas las violencias sexuales. Entre 
sus principios rectores, artículo 2, se encuentra la prohibición de discrimina-
ción por diversas razones, entre ellas, las religiosas. 

11.  Resolución de 7 de octubre de 2022, de la Dirección General de 
Trabajo, por la que se publica la relación de fiestas laborales para el 
año 2023 (BOE de 14 de octubre de 2022)

Como ocurre cada año, una vez que las diecisiete Comunidades Autónomas 
y las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla han remitido, de conformidad con 
el artículo 45.4 del Real Decreto 2001/1983, de 28 de julio, según la redacción 
dada al mismo por el Real Decreto 1346/1989, de 3 de noviembre, las fiestas 
laborales para el año 2023 al Ministerio de Trabajo y Economía Social, se proce-
de mediante esta resolución a su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Debemos recordar que las Comunidades Autónomas pueden optar por sus-
tituir las fiestas mencionadas en el apartado d) del artículo 45.1 del Real Decre-
to 2001/1983, de 28 de julio, por otras que por tradición les sean propias. Tam-
bién pueden, según el artículo 45.3 del mencionado real decreto, sustituir el 
descanso del lunes de las fiestas nacionales que coincidan en domingo por otras 
tradicionales de la Comunidad Autónoma, así como optar entre la celebración 
de San José o Santiago Apóstol. Por otra parte, a tenor de lo dispuesto en el 
artículo 37.2 del Estatuto de los Trabajadores en el caso de que no pudieran 
establecer una de sus fiestas tradicionales por no coincidir en domingo un sufi-
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ciente número de fiestas nacionales, podrán añadir una fiesta más, con carácter 

recuperable, al máximo de 14.

Teniendo en cuenta todo lo anterior, las fiestas nacionales no sustituibles 

para el año 2023 son las siguientes:

a) De carácter cívico: 12 de octubre (Fiesta Nacional de España) y 6 de 

diciembre (día de la Constitución Española).

b) De acuerdo con el Estatuto de los Trabajadores: 1 de enero (Año Nue-

vo), 1 de mayo (Fiesta del Trabajo), 25 de diciembre (Natividad del Señor).

c) En cumplimiento del artículo III del Acuerdo sobre Asuntos Jurídicos 

con la Santa Sede de 3 de enero de 1979: 6 de enero (Epifanía del Señor), 7 de 

abril (Viernes Santo), 15 de agosto (Asunción de la Virgen); 1 de noviembre 

(Todos los Santos) y 8 de diciembre (Inmaculada Concepción).

12.  Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática (BOE de 20 

de octubre de 2022)1

Esta ley se dicta con el objeto de la recuperación, salvaguarda y difusión 

de la memoria democrática, entendida esta como conocimiento de la reivindi-

cación y defensa de los valores democráticos y los derechos y libertades fun-

damentales a lo largo de la historia contemporánea de España, con el fin de 

fomentar la cohesión y solidaridad entre las diversas generaciones en torno a 

los principios, valores y libertades constitucionales.

Asimismo, es objeto de la ley el reconocimiento de quienes padecieron per-

secución o violencia, por razones políticas, ideológicas, de pensamiento u opinión, 

de conciencia o creencia religiosa, de orientación e identidad sexual, durante el 

período comprendido entre el golpe de Estado de 18 de julio de 1936, la Guerra 

de España y la Dictadura franquista hasta la entrada en vigor de la Constitución 

Española de 1978, así como promover su reparación moral y la recuperación de 

su memoria personal, familiar y colectiva, adoptar medidas complementarias des-

tinadas a suprimir elementos de división entre la ciudadanía y promover lazos de 

unión en torno a los valores, principios y derechos constitucionales.

1 Publicada corrección de errores en el BOE de 7 de febrero de 2023. 
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A su entrada en vigor han quedado derogadas expresamente: 

a) La Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y am-
plían derechos y se establecen medidas en favor de quienes padecieron perse-
cución o violencia durante la guerra civil y la dictadura.

b) Las disposiciones adicionales trigésima tercera y trigésima sexta de la 
Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2013.

c) Sin perjuicio de lo establecido en la disposición transitoria primera, 
quedan derogados también el Decreto de 1 de abril de 1940; el Decreto-ley de 
23 de agosto de 1957 por el que se establece la Fundación de la Santa Cruz del 
Valle de los Caídos; la disposición final tercera de la Ley 23/1982, de 16 de 
junio, reguladora del Patrimonio Nacional, y el artículo 58 de su Reglamento, 
aprobado por Real Decreto 496/1987, de 18 de marzo, que asignan al Consejo 
de Administración del Patrimonio Nacional las funciones de patronato y repre-
sentación de la fundación creada por el Decreto-ley de 23 de agosto de 1957.

El artículo 3, relativo a las víctimas, incluye entre ellas a las personas que 
sufrieron persecución o violencia por razón de conciencia o creencias religio-
sas, así como aquellas personas represaliadas o perseguidas por pertenecer a la 
masonería o a las sociedades teosóficas y similares. 

El artículo 4 dispone, como expresión del derecho de la ciudadanía a la 
reparación moral y a la recuperación de su memoria personal, familiar y colec-
tiva, que se reconoce y declara el carácter ilegal y radicalmente nulo de todas 
las condenas y sanciones producidas por razones políticas, ideológicas, de con-
ciencia o creencia religiosa durante la Guerra, así como las sufridas por las 
mismas causas durante la Dictadura, independientemente de la calificación 
jurídica utilizada para establecer dichas condenas y sanciones. Las razones a 
que se refiere este precepto incluyen la pertenencia, colaboración o relación con 
partidos políticos, sindicatos, organizaciones religiosas o militares, minorías 
étnicas, movimiento feminista, sociedades secretas, logias masónicas, socieda-
des teosóficas y similares, y grupos de resistencia guerrillera, así como el ejer-
cicio de conductas vinculadas con opciones culturales, lingüísticas, de género, 
de orientación o identidad sexual.

El artículo 5 declara la ilegalidad e ilegitimidad de los tribunales, jurados y 
cualesquiera otros órganos penales o administrativos que, a partir del Golpe de 
Estado de 1936, se hubieran constituido para imponer, por motivos políticos, 
ideológicos, de conciencia o creencia religiosa, condenas o sanciones de carácter 
personal, así como la ilegitimidad y nulidad de sus resoluciones. Por ser contra-
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rios a Derecho y vulnerar las más elementales exigencias del derecho a un juicio 
justo, así como la concurrencia en estos procesos de intimidación e indefensión, 
se declara en todo caso la nulidad de las condenas y sanciones y la ilegalidad e 
ilegitimidad del Tribunal Especial para la Represión de la Masonería y el Comu-
nismo, el Tribunal de Orden Público, así como los Tribunales de Responsabilida-
des Políticas y Consejos de Guerra constituidos por motivos políticos, ideológi-
cos, de conciencia o creencia religiosa. Igualmente, se declaran ilegítimas y 
nulas, por vicios de forma y fondo, las condenas y sanciones dictadas por motivos 
políticos, ideológicos o de creencia por cualesquiera tribunales u órganos penales 
o administrativos durante la Dictadura contra quienes defendieron la legalidad 
institucional anterior, pretendieron el restablecimiento de un régimen democráti-
co en España o intentaron vivir conforme a opciones amparadas por derechos y 
libertades hoy reconocidos por la Constitución, independientemente de la califi-
cación jurídica utilizada para establecer dichas condenas y sanciones.

El artículo 6 prevé una declaración de reconocimiento y reparación perso-
nal que podrá ser solicitada por una serie de entidades e instituciones entre las 
que se incluyen las organizaciones religiosas. 

El artículo 22, que disciplina los resultados de los hallazgos de restos hu-
manos, indica que se guardará el debido respeto en todo momento al derecho a 
la intimidad, la dignidad, las convicciones éticas, filosóficas, culturales o reli-
giosas de la víctima que sean conocidas por sus familiares y al dolor de estos y 
su necesario y correcto acompañamiento.

El artículo 31 reconoce el derecho al resarcimiento de los bienes incauta-
dos y las sanciones económicas producidas por razones políticas, ideológicas, 
de conciencia o creencia religiosa durante la Guerra y la Dictadura. La Admi-
nistración General del Estado promoverá las iniciativas necesarias para la in-
vestigación de las incautaciones producidas por razones políticas, ideológicas, 
de conciencia o creencia religiosa y, en particular, realizará una auditoría de los 
bienes expoliados en dichos periodos, incluyendo las obras de arte, el papel 
moneda u otros signos fiduciarios depositados por las autoridades franquistas, 
así como la imposición de sanciones económicas en aplicación de la normativa 
de responsabilidades políticas. Esta auditoría incluirá un inventario de bienes y 
derechos incautados. La auditoría deberá llevarse a cabo en el plazo de un año 
desde la entrada en vigor de la presente ley. La referida auditoría incluirá los 
bienes inmuebles y derechos de contenido patrimonial de los que fueran titula-
res los ateneos, cooperativas y entes asimilados.

El artículo 35 se ocupa de la cuestión de los símbolos y elementos contrarios 
a la memoria democrática. Se consideran elementos contrarios a la memoria demo-
crática las edificaciones, construcciones, escudos, insignias, placas y cualesquiera 
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otros elementos u objetos adosados a edificios públicos o situados en la vía pública 
en los que se realicen menciones conmemorativas en exaltación, personal o colec-
tiva, de la sublevación militar y de la Dictadura, de sus dirigentes, participantes en 
el sistema represivo o de las organizaciones que sustentaron la dictadura, y las 
unidades civiles o militares de colaboración entre el régimen franquista y las poten-
cias del eje durante la Segunda Guerra Mundial. Cuando los elementos contrarios 
a la memoria democrática estén ubicados en edificios de carácter privado o religio-
so, pero con proyección a un espacio o uso público, las personas o instituciones 
titulares o propietarias de los mismos deberán retirarlos o eliminarlos.

El artículo 54 se dedica al Valle de los Caídos, cuya denominación se mo-
difica para ser denominado Valle de Cuelgamuros, como un lugar de memoria 
democrática cuya resignificación irá destinada a dar a conocer, a través de pla-
nes y mecanismos de investigación y difusión, las circunstancias de su cons-
trucción, el periodo histórico en el que se inserta y su significado, con el fin de 
fortalecer los valores constitucionales y democráticos. Las criptas adyacentes 
a la Basílica y los enterramientos existentes en la misma tienen el carácter de 
cementerio civil. Asimismo, se declara extinguida la Fundación de la Santa 
Cruz del Valle de los Caídos, por resultar incompatibles sus fines con los prin-
cipios y valores constitucionales. 

Por último, la disposición adicional octava de la ley permite que opten a la 
nacionalidad española, a los efectos del artículo 20 del Código Civil, los naci-
dos fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles, y que, como consecuencia de haber sufrido exilio por 
razones políticas, ideológicas o de creencia o de orientación e identidad sexual, 
hubieran perdido o renunciado a la nacionalidad española2. 

13.  Ley Orgánica 14/2022, de 22 de diciembre, de transposición de 
directivas europeas y otras disposiciones para la adaptación de la 
legislación penal al ordenamiento de la Unión Europea, y reforma de 
los delitos contra la integridad moral, desórdenes públicos y 
contrabando de armas de doble uso (BOE de 23 de diciembre de 2022)

Mediante esta ley orgánica se introduce un párrafo segundo nuevo en 
el artículo 173.1 del Código Penal, con la siguiente redacción: «Igual pena 

2 Al respecto se ha adoptado la Instrucción de 25 de octubre de 2022, de la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, sobre el derecho de opción a la nacionalidad española estable-
cido en la disposición adicional octava de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Demo-
crática (BOE de 26 de octubre de 2022). 
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se impondrá a quienes, teniendo conocimiento del paradero del cadáver de 
una persona, oculten de modo reiterado tal información a los familiares o 
allegados de la misma».

Como se explica en la exposición de motivos, la ocultación del cadáver 
constituye un atentado contra la integridad moral de los familiares o allegados, 
que se ven privados de esta forma de disponer del cuerpo de la persona querida 
según sus costumbres o creencias religiosas. 

14.  Ley 39/2022, de 30 de diciembre, del Deporte (BOE de 31 de diciembre 
de 2022)

La ley tiene por objeto establecer el marco jurídico regulador del depor-
te, de conformidad con lo previsto en el artículo 43.3 de la Constitución Es-
pañola y en el marco de las competencias que corresponden a la Administra-
ción General del Estado, respetando las competencias de las comunidades 
autónomas.

A su entrada en vigor quedó derogada la Ley 10/1990, de 15 de octubre, 
del Deporte y el capítulo III del título II de la Ley Orgánica 3/2013, de 20 de 
junio, de protección de la salud del deportista y lucha contra el dopaje en la 
actividad deportiva, a excepción de lo dispuesto en su Sección 3.ª

Uno de los fines que se persigue, según el artículo 3, es la prevención, 
control y erradicación de cualquier clase de violencia, el racismo, la xenofo-
bia, la intolerancia en el deporte, así como la discriminación y la incitación al 
odio por razón de sexo, edad, discapacidad, salud, orientación o identidad 
sexual, expresión de género, nacionalidad, origen racial o étnico, religión o 
creencias, o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, lo cual 
constituye una responsabilidad de los organizadores de competiciones depor-
tivas (artículo 86). 

Según dispone el artículo 22, es un derecho de todas las personas deportis-
tas la igualdad de trato y oportunidades en la práctica deportiva sin discrimina-
ción alguna por razón de sexo, edad, discapacidad, salud, religión, orientación 
e identidad sexual y expresión de género, características sexuales, nacionalidad, 
origen racial o étnico, religión o creencias, seroestatus, o cualquier otra condi-
ción o circunstancia personal o social.
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II. ENSEÑANZA

1.  Real Decreto 95/2022, de 1 de febrero, por el que se establece la 
ordenación y las enseñanzas mínimas de la Educación Infantil (BOE de 
2 de febrero de 2022)

Este real decreto tiene por objeto establecer la ordenación y las enseñanzas 
mínimas de la etapa de Educación Infantil. A su entrada en vigor quedó dero-
gado el Real Decreto 1630/2006, de 29 de diciembre, por el que se establecen 
las enseñanzas mínimas del segundo ciclo de Educación infantil. 

La disposición adicional primera se ocupa de las enseñanzas de religión, 
que se incluirán en el segundo ciclo de la Educación Infantil, de acuerdo con lo 
establecido en la disposición adicional segunda de la Ley Orgánica 2/2006, de 
3 de mayo, de Educación. Las administraciones educativas garantizarán que, al 
inicio del curso, los padres, las madres, los tutores o las tutoras de los alumnos 
y alumnas puedan manifestar su voluntad de que reciban o no enseñanzas de 
religión.

Las administraciones educativas velarán por que las enseñanzas de religión 
respeten los derechos de todo el alumnado y de sus padres, madres, tutores o 
tutoras legales y para que no suponga discriminación alguna el recibir o no 
dichas enseñanzas.

La determinación del currículo de las enseñanzas de religión católica y de 
las diferentes confesiones religiosas con las que el Estado ha suscrito acuerdos 
de cooperación en materia educativa será competencia, respectivamente, de la 
jerarquía eclesiástica y de las correspondientes autoridades religiosas.

2.  Real Decreto 154/2022, de 22 de febrero, por el que se establecen los 
umbrales de renta y patrimonio familiar y las cuantías de las becas y 
ayudas al estudio para el curso 2022-2023, y se modifica parcialmente 
el Real Decreto 1721/2007, de 21 de diciembre, por el que se establece 
el régimen de las becas y ayudas al estudio personalizadas (BOE de 23 
de febrero de 2022)

Este real decreto tiene por objeto determinar los siguientes parámetros 
cuantitativos por los que se regirán las convocatorias de becas y ayudas al es-



Legislación del Estado español 699

Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado, vol. XXXIX (2023)

tudio correspondientes al curso académico 2022-2023, financiadas con cargo 
al presupuesto del Ministerio de Educación y Formación Profesional:

a) La cuantía de las diferentes modalidades de las becas y ayudas al es-
tudio reguladas en el Real Decreto 1721/2007, de 21 de diciembre, por el que 
se establece el régimen de las becas y ayudas al estudio personalizadas.

b) Los umbrales de renta y patrimonio familiar que operan como límite 
para la obtención de las becas y ayudas al estudio.

Su artículo 2 incluye en el ámbito de aplicación de la norma a los estudios 
religiosos superiores. 

3.  Ley 3/2022, de 24 de febrero, de convivencia universitaria (BOE de 25 
de febrero de 2022)

Esta ley, como establece su artículo 1, tiene por objeto establecer las bases 
de la convivencia en el ámbito universitario, fomentando la utilización prefe-
rente de modalidades alternativas de resolución de aquellos conflictos que pu-
dieran alterarla, o que impidan el normal desarrollo de las funciones esenciales 
de docencia, investigación y transferencia del conocimiento. Asimismo, la ley 
establece el régimen disciplinario del estudiantado universitario. 

La obligación de establecer las normas de convivencia se aplica tanto a las 
universidades públicas como a las privadas. Todas ellas, en el plazo máximo de 
un año a contar desde la entrada en vigor de la ley, han de aprobar dichas nor-
mas, que incluirán las medidas de prevención y respuesta frente a la violencia, 
la discriminación o el acoso. Las universidades podrán incorporar a esas nor-
mas aquellas medidas de análoga naturaleza que tuvieran vigentes, en todo caso 
ajustándolas a lo dispuesto por esta ley.

Conforme al artículo 3.2, las normas de convivencia promoverán:

− el respeto a la diversidad y la tolerancia, la igualdad, la inclusión y la 
adopción de medidas de acción positiva en favor de los colectivos vulnerables;

− la libertad de expresión, el derecho de reunión y asociación, la libertad 
de enseñanza y la libertad de cátedra;

− la eliminación de toda forma de violencia, discriminación, o acoso 
sexual, por razón de sexo, orientación sexual, identidad o expresión de género, 
características sexuales, origen nacional, pertenencia a grupo étnico, discapa-
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cidad, edad, estado de salud, clase social, religión o convicciones, lengua, o 
cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 

El artículo 11 considera falta muy grave discriminar por razón de sexo, 
orientación sexual, identidad de género, origen nacional, pertenencia a grupo 
étnico, edad, clase social, discapacidad, estado de salud, religión o creencias, o 
por cualquier otra causa personal o social.

En el ámbito disciplinario, la disposición final tercera dispone que en el 
marco de lo dispuesto en la normativa básica del Estado y en la normativa de 
las comunidades autónomas con competencias en esta materia, las universida-
des privadas y los centros adscritos privados gozarán de autonomía para esta-
blecer su propio régimen disciplinario y determinar el órgano al que correspon-
da el ejercicio de las facultades disciplinarias en sus respectivas normas.

A la entrada en vigor de esta ley quedó derogado el Decreto de 8 de sep-
tiembre de 1954, por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina Académi-
ca de los Centros Oficiales de Enseñanza Superior y de Enseñanza Técnica 
dependientes del Ministerio de Educación Nacional. La exposición motivos 
afirma que la necesidad de expulsar expresamente esta norma de nuestro orde-
namiento jurídico democrático viene justificada por su colisión con nuestra 
Constitución, los principios y valores democráticos, la libertad y el pluralismo 
religioso, la aconfesionalidad del Estado y la regulación actual del sistema 
universitario español. 

4.  Real Decreto 157/2022, de 1 de marzo, por el que se establecen la 
ordenación y las enseñanzas mínimas de la Educación Primaria (BOE 
de 2 de marzo de 2022)

El presente real decreto tiene por objeto establecer la ordenación y las ense-
ñanzas mínimas de la etapa de Educación Primaria y deroga el Real Decre-
to 126/2014, de 28 de febrero, por el que se establece el currículo básico de la 
Educación Primaria. Asimismo, queda derogado el capítulo II del Real Decre-
to 984/2021, de 16 de noviembre por el que se regulan la evaluación y la promo-
ción en la Educación Primaria, así como la evaluación, la promoción y la titula-
ción en la Educación Secundaria Obligatoria, el Bachillerato y la Formación 
Profesional.

Entre los objetivos de la etapa el artículo 7 incluye conocer, comprender y 
respetar las diferentes culturas y las diferencias entre las personas, la igualdad 
de derechos y oportunidades de hombres y mujeres y la no discriminación de 
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personas por motivos de etnia, orientación o identidad sexual, religión o creen-
cias, discapacidad u otras condiciones.

La disposición adicional primera regula las enseñanzas de religión, 
que se incluirán en la Educación Primaria de acuerdo con lo establecido 
en la disposición adicional segunda de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de 
mayo. Las administraciones educativas garantizarán que, al inicio del cur-
so, las madres, los padres, las tutoras o los tutores de los alumnos y las 
alumnas puedan manifestar su voluntad de que estos reciban o no ense-
ñanzas de religión. El anexo IV asigna 70 horas anuales a la asignatura 
religión.

Los centros docentes dispondrán las medidas organizativas para que los 
alumnos y las alumnas cuyas madres, padres, tutoras o tutores no hayan op-
tado por que cursen enseñanzas de religión reciban la debida atención educa-
tiva. Esta atención se planificará y programará por los centros de modo que 
se dirija al desarrollo de las competencias clave a través de la realización de 
proyectos significativos para el alumnado y de la resolución colaborativa de 
problemas, reforzando la autoestima, la autonomía, la reflexión y la respon-
sabilidad. En todo caso, las actividades propuestas irán dirigidas a reforzar 
los aspectos más transversales del currículo, favoreciendo la interdisciplina-
riedad y la conexión entre los diferentes saberes. Las actividades a las que se 
refiere este apartado en ningún caso comportarán el aprendizaje de conteni-
dos curriculares asociados al conocimiento del hecho religioso ni a cualquier 
área de la etapa.

La determinación del currículo de la enseñanza de religión católica y de 
las diferentes confesiones religiosas con las que el Estado ha suscrito acuerdos 
de cooperación en materia educativa será competencia, respectivamente, de la 
jerarquía eclesiástica y de las correspondientes autoridades religiosas.

La evaluación de la enseñanza de la religión católica se realizará en los 
mismos términos y con los mismos efectos que la de las otras áreas de la 
Educación Primaria. La evaluación de la enseñanza de las diferentes confe-
siones religiosas se ajustará a lo establecido en los acuerdos de cooperación 
suscritos por el Estado. Con el fin de garantizar el principio de igualdad y la 
libre concurrencia entre todo el alumnado, las calificaciones que se hubieran 
obtenido en la evaluación de las enseñanzas de religión no se computarán en 
las convocatorias en las que deban entrar en concurrencia los expedientes 
académicos.
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5.  Real Decreto 217/2022, de 29 de marzo, por el que se establece la 
ordenación y las enseñanzas mínimas de la Educación Secundaria 
Obligatoria (BOE de 30 de marzo de 2022)

El presente real decreto tiene por objeto establecer la ordenación y las 
enseñanzas mínimas de la etapa de Educación Secundaria Obligatoria y deroga 
el Real Decreto 1105/2014, de 26 de diciembre, por el que se establece el cu-
rrículo básico de la Educación Secundaria Obligatoria y del Bachillerato, en 
todo lo que se refiera a la Educación Secundaria Obligatoria y, en particular, su 
capítulo II. Asimismo, queda derogado el Real Decreto 984/2021, de 16 de 
noviembre, por el que se regulan la evaluación y la promoción en la Educación 
Primaria, así como la evaluación, la promoción y la titulación en la Educación 
Secundaria Obligatoria, el Bachillerato y la Formación Profesional, en todo lo 
que se refiera a la Educación Secundaria Obligatoria y, en particular, su capítu-
lo III y los artículos 24 y 26.1.

Las enseñanzas de religión, tal como establece la disposición adicional 
primera, se incluirán en la Educación Secundaria Obligatoria, de acuerdo con 
lo establecido en la disposición adicional segunda de la Ley Orgánica 2/2006, 
de 3 de mayo, de Educación. Las administraciones educativas garantizarán que, 
al inicio del curso, los alumnos y alumnas mayores de edad y los padres, ma-
dres, tutores o tutoras del alumnado menor de edad puedan manifestar su vo-
luntad de recibir o no enseñanzas de religión. El anexo IV asigna 105 horas a 
la religión en los tres primeros cursos y 35 en el cuarto. 

Los centros docentes dispondrán las medidas organizativas para que los 
alumnos y alumnas cuyos padres, madres, tutores o tutoras no hayan optado por 
que cursen enseñanzas de religión reciban la debida atención educativa. Esta 
atención se planificará y programará por los centros de modo que se dirija al 
desarrollo de los elementos transversales de las competencias a través de la 
realización de proyectos significativos y relevantes y de la resolución colabo-
rativa de problemas, reforzando la autoestima, la autonomía, la reflexión y la 
responsabilidad. En todo caso, las actividades propuestas irán dirigidas a refor-
zar los aspectos más transversales del currículo, favoreciendo la interdiscipli-
nariedad y la conexión entre los diferentes saberes. Las actividades a las que se 
refiere este apartado en ningún caso comportarán el aprendizaje de contenidos 
curriculares asociados al conocimiento del hecho religioso ni a cualquier ma-
teria de la etapa.

La evaluación de las enseñanzas de la religión católica se realizará en los 
mismos términos y con los mismos efectos que las otras materias de la etapa. 
La evaluación de las enseñanzas de las diferentes confesiones religiosas con las 
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que el Estado haya suscrito acuerdos de cooperación se ajustará a lo estableci-
do en los mismos. Con el fin de garantizar el principio de igualdad y la libre 
concurrencia, las calificaciones que se hubieran obtenido en la evaluación de 
las enseñanzas de religión no se computarán en las convocatorias en las que 
deban entrar en concurrencia los expedientes académicos, ni cuando hubiera 
que acudir a estos a efectos de admisión de alumnos y alumnas, para realizar 
una selección entre los solicitantes.

La determinación del currículo de las enseñanzas de religión católica y de 
las diferentes confesiones religiosas con las que el Estado ha suscrito acuerdos 
de cooperación en materia educativa será competencia, respectivamente, de la 
jerarquía eclesiástica y de las correspondientes autoridades religiosas.

6.  Real Decreto 243/2022, de 5 de abril, por el que se establecen la 
ordenación y las enseñanzas mínimas del Bachillerato (BOE de 6 de abril 
de 2022)

Este real decreto, como indica su título, tiene por objeto establecer la or-
denación y las enseñanzas mínimas del Bachillerato. A su entrada en vigor 
quedaron derogadas las siguientes normas: 

− El Real Decreto 1105/2014, de 26 de febrero, por el que se establece 
el currículo básico de la Educación Secundaria Obligatoria y del Bachillerato.

− El Real Decreto 562/2017, de 2 de junio, por el que se regulan las 
condiciones para la obtención de los títulos de Graduado en Educación Secun-
daria Obligatoria y de Bachiller, de acuerdo con lo dispuesto en el Real Decre-
to-ley 5/2016, de 9 de diciembre, de medidas urgentes para la ampliación del 
calendario de implantación de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre, para 
la mejora de la calidad educativa.

− El Real Decreto 984/2021, de 16 de noviembre, por el que se regulan 
la evaluación y la promoción en la Educación Primaria, así como la evaluación, 
la promoción y la titulación en la Educación Secundaria Obligatoria, el Bachi-
llerato y la Formación Profesional.

− La Orden ECD/65/2015, de 21 de enero, por la que se describen las 
relaciones entre las competencias, los contenidos y los criterios de evaluación de 
la Educación Primaria, la Educación Secundaria Obligatoria y el Bachillerato.

El artículo 7 recoge los objetivos del bachillerato entre los que se incluye fo-
mentar la igualdad efectiva de derechos y oportunidades de mujeres y hombres, 
analizar y valorar críticamente las desigualdades existentes, así como el reconoci-
miento y enseñanza del papel de las mujeres en la historia e impulsar la igualdad 
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real y la no discriminación por razón de nacimiento, sexo, origen racial o étnico, 
discapacidad, edad, enfermedad, religión o creencias, orientación sexual o identi-
dad de género o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

Las enseñanzas de religión se regulan en la disposición adicional primera, la 
cual remite a lo establecido en la disposición adicional segunda de la Ley Orgáni-
ca 2/2006, de 3 de mayo. De acuerdo con esta última, las administraciones educa-
tivas garantizarán que, al inicio del curso, los alumnos y alumnas mayores de edad 
y los padres, madres, tutores o tutoras del alumnado menor de edad puedan mani-
festar su voluntad de recibir o no enseñanzas de religión. La determinación del 
currículo de las enseñanzas de religión católica y de las diferentes confesiones re-
ligiosas con las que el Estado ha suscrito acuerdos de cooperación en materia edu-
cativa será competencia, respectivamente, de la jerarquía eclesiástica y de las co-
rrespondientes autoridades religiosas. En el conjunto de la etapa el alumno que opte 
por cursar religión tendrá una asignación horaria mínima de 70 horas. 

La evaluación de las enseñanzas de la religión católica se realizará en los 
mismos términos y con los mismos efectos que la de las otras materias del 
Bachillerato. La evaluación de las enseñanzas de las otras confesiones religio-
sas se ajustará a lo establecido en los acuerdos de cooperación en materia edu-
cativa suscritos por el Estado. No obstante, con el fin de garantizar el principio 
de igualdad y la libre concurrencia, las calificaciones que se hubieran obtenido 
en la evaluación de las enseñanzas de religión no se computarán en la obtención 
de la nota media a efectos de acceso a otros estudios ni en las convocatorias 
para la obtención de becas y ayudas al estudio en que deban entrar en concu-
rrencia los expedientes académicos.

En el artículo 22, apartado 4, se indica que la materia religión será tenida 
en cuenta para el cálculo de la nota media del bachillerato. Aunque el artículo 
30.4 precisa que, para la aplicación de lo previsto en el apartado quinto de la 
disposición adicional primera, se hará constar además una nota media norma-
lizada, calculada sin tomar en cuenta la calificación de la materia religión.

7.  Resolución de 21 de junio de 2022, de la Secretaría de Estado de 
Educación, por la que se publican los currículos de las enseñanzas de 
religión católica correspondientes a Educación Infantil, Educación 
Primaria, Educación Secundaria Obligatoria y Bachillerato (BOE de 24 
de junio de 2022)

Esta resolución establece los currículos de la enseñanza de religión católi-
ca para la Educación Infantil, la Educación Primaria, la Educación Secundaria 
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Obligatoria y el Bachillerato, los cuales han sido determinados por la Confe-
rencia Episcopal Española. 

Corresponde a las administraciones educativas adoptar las medidas preci-
sas, en el ámbito de sus competencias, para que los currículos se impartan en 
los términos en que se establecen en esta resolución. 

8.  Orden EFP/608/2022, de 29 de junio, por la que se establece el currículo 
y se regula la ordenación de la Educación Infantil en el ámbito de 
gestión del Ministerio de Educación y Formación Profesional (BOE de 
2 de julio de 2022)

Esta orden tiene por objeto establecer el currículo y regular la ordenación 
de la Educación Infantil conforme a lo dispuesto en el Real Decreto 95/2022, 
de 1 de febrero, por el que se establece la ordenación y las enseñanzas mínimas 
de la Educación Infantil. Su contenido es de aplicación en los centros pertene-
cientes al ámbito de gestión del Ministerio de Educación y Formación Profe-
sional en los que se impartan enseñanzas de Educación Infantil.

Por medio de ella se deroga la Orden ECI/3960/2007, de 19 de diciembre, por 
la que se establece el currículo y se regula la ordenación de la Educación Infantil 
y la Orden ECI/734/2008, de 5 de marzo, de evaluación en Educación Infantil.

La disposición adicional primera se refiere a las enseñanzas de religión en 
los términos establecidos en el Real Decreto 95/2022, de 1 de febrero, por el que 
se establece la ordenación y las enseñanzas mínimas de la Educación Infantil.

9.  Orden EFP/678/2022, de 15 de julio, por la que se establece el currículo 
y se regula la ordenación de la Educación Primaria (BOE de 21 de julio 
de 2022)

Esta orden tiene por objeto establecer el currículo y regular la ordenación 
de la Educación Primaria conforme a lo dispuesto en el Real Decreto 157/2022, 
de 1 de marzo, por el que se establecen la ordenación y las enseñanzas mínimas 
de la Educación Primaria.

Lo dispuesto en esta orden será de aplicación en los centros pertenecientes 
al ámbito de gestión del Ministerio de Educación y Formación Profesional en 
los que se impartan enseñanzas de Educación Primaria.

A su entrada en vigor quedó derogada la Orden ECD/686/2014, de 23 de 
abril, por la que se establece el currículo de la Educación Primaria para el ám-
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bito de gestión del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte y se regula su 
implantación, así como la evaluación y determinados aspectos organizativos de 
la etapa, con los efectos y alcances establecidos en la disposición final segunda. 
Asimismo, quedó derogado el capítulo II de la Orden EFP/279/2022, de 4 de 
abril, por la que se regulan la evaluación y la promoción en la Educación Pri-
maria, así como la evaluación, la promoción y la titulación en la Educación 
Secundaria Obligatoria, el Bachillerato y la Formación Profesional en el ámbi-
to de gestión del Ministerio de Educación y Formación Profesional, con los 
efectos y alcances establecidos en la disposición final segunda.

La disposición adicional primera regula las enseñanzas de religión de 
acuerdo con el Real Decreto 157/2022, de 1 de marzo, por el que se establecen 
la ordenación y las enseñanzas mínimas de la Educación Primaria. El anexo IV 
asigna 2 horas a la semana a la materia religión e indica que los alumnos y 
alumnas que no cursen enseñanzas de religión recibirán la debida atención 
educativa por parte de los centros.

10.  Orden EFP/754/2022, de 28 de julio, por la que se establece el currículo 
y se regula la ordenación de la Educación Secundaria Obligatoria en 
el ámbito de gestión del Ministerio de Educación y  Formación 
Profesional (BOE de 5 de agosto de 2022)

La presente orden tiene por objeto establecer el currículo y regular la or-
denación de la Educación Secundaria Obligatoria conforme a lo dispuesto en 
el Real Decreto 217/2022, de 29 de marzo, por el que se establece la ordenación 
y las enseñanzas mínimas de la Educación Secundaria Obligatoria.

Lo dispuesto en esta orden será de aplicación en los centros pertenecientes 
al ámbito de gestión del Ministerio de Educación y Formación Profesional en 
los que se impartan enseñanzas de Educación Secundaria Obligatoria. 

Esta disposición deroga la Orden ECD/1361/2015, de 3 de julio, por la que 
se establece el currículo de Educación Secundaria Obligatoria y Bachillerato 
para el ámbito de gestión del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, y se 
regula su implantación, así como la evaluación continua y determinados aspec-
tos organizativos de las etapas, en todo lo que se refiera a la Educación Secun-
daria Obligatoria y, en particular, los artículos 6, 7, 11 y 14, con los efectos y 
alcances establecidos en la disposición final segunda. Asimismo, queda dero-
gado el capítulo III de la Orden EFP/279/2022, de 4 de abril, por la que se re-
gulan la evaluación y la promoción en la Educación Primaria, así como la 
evaluación, la promoción y la titulación en la Educación Secundaria Obligato-
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ria, el Bachillerato y la Formación Profesional en el ámbito de gestión del 
Ministerio de Educación y Formación Profesional, con los efectos y alcances 
establecidos en la disposición final segunda.

La disposición adicional primera regula las enseñanzas de religión en los 
mismos términos que el Real Decreto 217/2022, de 29 de marzo, por el que se 
establece la ordenación y las enseñanzas mínimas de la Educación Secundaria 
Obligatoria

El anexo IV asigna una hora a la semana a la asignatura de religión. Lo 
mismo el anexo V en los programas de diversificación curricular. 

11.  Orden EFP/755/2022, de 31 de julio, por la que se establece el currículo 
y se regula la ordenación del Bachillerato en el ámbito de gestión del 
Ministerio de Educación y Formación Profesional (BOE de 5 de agosto 
de 2022)

La presente orden tiene por objeto establecer el currículo y regular la or-
denación del Bachillerato conforme a lo dispuesto en el Real Decreto 243/2022, 
de 5 de abril, por el que se establecen la ordenación y las enseñanzas mínimas 
del Bachillerato.

Lo dispuesto en esta orden será de aplicación en los centros pertenecientes 
al ámbito de gestión del Ministerio de Educación y Formación Profesional en 
los que se impartan enseñanzas de Bachillerato.

A su entrada en vigor quedó derogada la Orden ECD/1361/2015, de 3 de 
julio, por la que se establece el currículo de Educación Secundaria Obligatoria 
y Bachillerato para el ámbito de gestión del Ministerio de Educación, Cultura 
y Deporte, y se regula su implantación, así como la evaluación continua y de-
terminados aspectos organizativos de las etapas, con los efectos y alcances 
establecidos en la disposición final segunda. Asimismo, dejó de estar en vigor 
el capítulo V de la Orden EFP/279/2022, de 4 de abril, por la que se regulan la 
evaluación y la promoción en la Educación Primaria, así como la evaluación, 
la promoción y la titulación en la Educación Secundaria Obligatoria, el Bachi-
llerato y la Formación Profesional en el ámbito de gestión del Ministerio de 
Educación y Formación Profesional, con los efectos y alcances establecidos en 
la disposición final segunda.

La disposición adicional primera regula las enseñanzas de religión, de 
acuerdo con lo establecido en el Real Decreto 243/2022, de 5 de abril, por el 
que se establecen la ordenación y las enseñanzas mínimas del Bachillerato. 
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Igualmente, las referencias a los objetivos y a la evaluación siguen literalmente 
lo indicado en este real decreto. 

El anexo IV asigna dos horas a la materia religión en el primer curso del 
bachillerato. 

12.  Ley 17/2022, de 5 de septiembre, por la que se modifica la Ley 14/2011, 
de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación (BOE de 6 
de septiembre)

Conforme a la nueva redacción que se otorga por esta ley a la dispo-
sición adicional primera de la Ley 14/2011, de 1 de junio, su apartado 1 
pasa a disponer que el artículo 13.1, relativo al personal investigador, 
podrá ser también de aplicación a las universidades privadas y a las uni-
versidades de la Iglesia católica. Los artículos 21, 22.1 y 23 también les 
podrán ser de aplicación a las citadas universidades, si bien únicamente 
cuando sean perceptoras de fondos cuyo destino incluya la contratación 
de personal investigador. Además, podrán ser de aplicación a las univer-
sidades privadas sin ánimo de lucro los artículos 23 bis y 32 bis, cuan-
do  sean perceptoras de fondos cuyo destino incluya la contratación de 
personal.

13.  Resolución de 16 de septiembre de 2022, de la Secretaría de Estado de 
Educación, por la que se publican los currículos de la enseñanza de 
religión islámica correspondientes a Educación Infantil, Educación 
Primaria, Educación Secundaria Obligatoria y Bachillerato (BOE de 
22 de septiembre de 2022)

Esta resolución publica los currículos de la enseñanza de religión islá-
mica para la Educación Infantil, la Educación Primaria, la Educación Se-
cundaria Obligatoria y el Bachillerato, que han determinado las comunida-
des agrupadas en la Comisión Islámica de España, con la conformidad 
de esta. 

Corresponde a las administraciones educativas adoptar las medidas preci-
sas, en el ámbito de sus competencias, para que los currículos se impartan en 
los términos en que se establecen en esta resolución. 
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III. MINISTROS DE CULTO Y RELIGIOSOS

1.  Orden PCM/244/2022, de 30 de marzo, por la que se desarrollan las 
normas legales de cotización a la Seguridad Social, desempleo, 
protección por cese de actividad, Fondo de Garantía Salarial y 
formación profesional para el ejercicio 2022 (BOE de 31 de marzo 
de 2022)

La disposición adicional sexta de esta orden se ocupa de la cotización de 
los miembros de institutos de vida consagrada de la Iglesia católica integrados 
en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos, que tienen autorizada la colaboración en la gestión de la 
incapacidad temporal.

Desde el 1 de enero de 2022, el tipo de cotización aplicable a la base de 
cotización de los citados miembros de institutos de vida consagrada será el 
27,15 por ciento, del que el 26,51 por ciento corresponde a la cobertura de 
contingencias comunes, excluida la incapacidad temporal, y el 0,64 por ciento, 
a las contingencias profesionales correspondientes a incapacidad permanente y 
a muerte y supervivencia, no estando cubierta la protección por cese de activi-
dad, siempre que dichos institutos cuenten con la autorización de la Seguridad 
Social para colaborar en la gestión de la prestación económica de incapacidad 
temporal.

2.  Real Decreto 453/2022, de 14 de junio, por el que se regula la 
determinación del hecho causante y los efectos económicos de la pensión 
de jubilación en su modalidad contributiva y de la prestación económica 
de ingreso mínimo vital, y se modifican diversos reglamentos del sistema 
de la Seguridad Social que regulan distintos ámbitos de la gestión (BOE 
de 15 de junio de 2022)

El objeto de este real decreto es regular la determinación del hecho 
causante de la pensión de jubilación en su modalidad contributiva y de la 
prestación no contributiva de ingreso mínimo vital, así como sus efectos 
económicos.

En el artículo 3.2, letra a), se indica que en el caso de alta en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos por tener la condición de religioso o religiosa de la Iglesia cató-
lica, de acuerdo con el Real Decreto 3325/1981, de 29 de diciembre, por el 
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que se incorpora al Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabaja-
dores por Cuenta propia o Autónomos a los religiosos y religiosas de la Igle-
sia católica, la pensión se entenderá causada el día de la baja en el régimen 
correspondiente.

La disposición derogatoria única deroga el artículo 1 de la Orden del Mi-
nisterio de Trabajo y Seguridad Social, de 19 de abril de 1983, por la que se 
dictan normas para la aplicación del Real Decreto 3325/1981, de 29 de diciem-
bre, por el que se incorpora al Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos a los religiosos y religiosas de la 
Iglesia católica.

3.  Real Decreto 504/2022, de 27 de junio, por el que se modifican el 
Reglamento General sobre inscripción de empresas y afiliación, altas, 
bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto 84/1996, de 26 de enero, y el Reglamento 
General sobre Cotización y Liquidación de otros Derechos de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 2064/1995, de 22 de 
diciembre, para actualizar su regulación respecto a los trabajadores 
por cuenta propia o autónomos (BOE de 28 de junio de 2022)

En la nueva redacción que se otorga al artículo 30 del Reglamento 
General sobre inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y varia-
ciones de datos de trabajadores en la Seguridad Social, aprobado por el 
Real Decreto 84/1996, de 26 de enero, se recoge la exclusión de los 
miembros de institutos de vida consagrada de la Iglesia católica inclui-
dos en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 
por Cuenta Propia de la declaración de los rendimientos económicos 
netos que el trabajador autónomo prevea obtener durante el año natural 
en el que se produzca el alta por su actividad económica o profesional, 
de forma directa y/o por su participación en la sociedad o comunidad 
de bienes que determine su inclusión en el régimen especial que corres-
ponda. 

En el artículo 47.4 se señala que la cobertura de las contingencias a que se 
refiere este artículo no será obligatoria para los miembros de institutos de vida 
consagrada de la Iglesia católica. 

4.  Real Decreto-ley 13/2022, de 26 de julio, por el que se establece un 
nuevo sistema de cotización para los trabajadores por cuenta propia o 
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autónomos y se mejora la protección por cese de actividad (BOE de 27 
de julio de 2022)

Este Real Decreto-Ley recoge varias modificaciones normativas que afec-
tan al Derecho Eclesiástico del Estado. Así, se añade un nuevo artículo 38 ter a 
la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo, conforme al 
cual, en su apartado 11, las reducciones en la cotización previstas en este artí-
culo no resultarán aplicables a los miembros de institutos de vida consagrada 
de la Iglesia católica incluidos en el Régimen Especial de la Seguridad Social 
de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos.

Asimismo, se modifican los artículos 315 y 316 del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 8/2015, de 30 de octubre. El artículo 315 pasa a tener la siguiente redacción: 
«La cobertura de la contingencia por incapacidad temporal en este régimen 
especial tendrá carácter obligatorio, salvo que se tenga cubierta dicha contin-
gencia en razón de la actividad realizada en otro régimen de la Seguridad So-
cial. En este supuesto, podrá acogerse voluntariamente a la cobertura de dicha 
contingencia, así como, en su caso, renunciar a ella en los términos establecidos 
reglamentariamente. Lo previsto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio 
de las excepciones establecidas en la disposición adicional vigésima octava 
respecto a los socios de cooperativas que dispongan de un sistema intercoope-
rativo de prestaciones sociales, complementario al sistema público, y a los 
miembros de institutos de vida consagrada de la Iglesia Católica».

Por su parte, el apartado 3 del artículo 316 queda redactado en los siguien-
tes términos: «3. Lo previsto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 317, respecto de las personas trabajadoras por cuenta 
propia o autónomas económicamente dependientes, en el artículo 326 respecto 
de los trabajadores del sistema especial para trabajadores por cuenta propia 
agrarios, en la disposición adicional vigésima octava, respecto de los socios de 
cooperativas que dispongan de un sistema intercooperativo de prestaciones so-
ciales, complementario al sistema público, y de los miembros de institutos de 
vida consagrada de la Iglesia Católica».

Conforme a la redacción que se da al apartado 2 de la disposición adicional 
vigésimo octava del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
la cobertura de la contingencia por incapacidad temporal, de las contingencias 
de accidente de trabajo y enfermedad profesional, por el cese de actividad y 
formación profesional, no resultará exigible en el caso de los miembros de 
institutos de vida consagrada de la Iglesia católica, incluidos en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autó-
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nomos al amparo del Real Decreto 3325/1981, de 29 de diciembre, y de la 
Orden TAS/820/2004, de 12 de marzo. 

También modifica el Reglamento general sobre inscripción de empresas y 
afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto 84/1996, de 26 de enero. El párrafo 9.º del 
artículo 30.2.b) exonera a los miembros de institutos de vida consagrada de la 
Iglesia católica incluidos en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos de la declaración de los rendi-
mientos económicos netos que el trabajador autónomo prevea obtener durante 
el año natural en el que se produzca el alta por su actividad económica o profe-
sional, de forma directa y/o por su participación en la sociedad o comunidad de 
bienes que determine su inclusión en el régimen especial que corresponda.

Por último, la disposición adicional segunda del Decreto-Ley se refiere a la 
cotización de los miembros de institutos de vida consagrada de la Iglesia cató-
lica. La cotización en función de los rendimientos de la actividad económica o 
profesional no se aplicará a los miembros de institutos de vida consagrada de la 
Iglesia católica, incluidos en el Régimen Especial de los Trabajadores por Cuen-
ta Propia o Autónomos en virtud del Real Decreto 3325/1981, de 29 de diciem-
bre, y de la Orden TAS/820/2004, de 12 de marzo. En cualquier caso, los miem-
bros de institutos de vida consagrada elegirán su base de cotización mensual en 
un importe igual o superior a la base mínima del tramo 3 de la tabla reducida a 
que se refiere la regla 2.ª del artículo 308.1.a) del texto refundido de la Ley Ge-
neral de la Seguridad Social, siéndoles de aplicación, asimismo, lo previsto en 
su artículo 308.1.b). Las bases de cotización mensuales elegidas por ellos no 
serán objeto de regularización, al no cotizar en función de rendimientos.

IV. ASPECTOS PATRIMONIALES

1.  Real Decreto 481/2022, de 14 de junio, por el que se declara el Belenismo 
como Manifestación Representativa del Patrimonio Cultural Inmaterial 
(BOE de 15 de junio de 2022)

Esta disposición declara el Belenismo como manifestación representativa 
del patrimonio cultural inmaterial. La norma reconoce su significado religioso, 
aunque señala que hoy día el Belén trasciende lo estrictamente religioso para 
encuadrarse en una dimensión más amplia, la cultural, convirtiéndose en un 
hecho sociológico.
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V. FINANCIACIÓN

1.  Circular 3/2022, de 30 de marzo, del Banco de España, por la que se 
modifican la Circular 2/2016, de 2 de febrero, a las entidades de crédito, 
sobre supervisión y solvencia, que completa la adaptación del ordenamiento 
jurídico español a la Directiva 2013/36/UE y al Reglamento (UE) núm. 
575/2013; la Circular 2/2014, de 31 de enero, a las entidades de crédito, 
sobre el ejercicio de diversas opciones regulatorias contenidas en el 
Reglamento (UE) núm. 575/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 26 de junio de 2013, sobre los requisitos prudenciales de las entidades de 
crédito y las empresas de inversión, y por el que se modifica el Reglamento 
(UE) núm. 648/2012; y la Circular 5/2012, de 27 de junio, a entidades de 
crédito y proveedores de servicios de pago, sobre transparencia de los 
servicios bancarios y responsabilidad en la concesión de préstamos (BOE 
de 6 de abril de 2022)

Esta circular introduce varias modificaciones en la Circular 2/2014, de 31 
de enero, del Banco de España, a las entidades de crédito, sobre el ejercicio de 
diversas opciones regulatorias contenidas en el Reglamento (UE) núm. 575/2013 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, sobre los requi-
sitos prudenciales de las entidades de crédito y las empresas de inversión, y por 
el que se modifica el Reglamento (UE) núm. 648/2012. 

En una de esas modificaciones se hace referencia a las entidades de crédi-
to que conforme a sus estatutos, por razones de práctica religiosa, no puedan 
poseer activos que devenguen intereses. 

2.  Resolución de 7 de julio de 2022, de la Gerencia del Consejo de 
Administración del Patrimonio Nacional, por la que se publica el 
Convenio con el Obispado de Plasencia, para determinar la financiación 
de los gastos ocasionados por el mantenimiento en el Real Monasterio 
de San Jerónimo de Yuste de la Orden de San Pablo el Primer Eremita 
(BOE de 18 de julio de 2022)

Este convenio tiene por objeto establecer las condiciones para que el Obis-
pado de Plasencia reciba la subvención destinada a cubrir los gastos derivados 
del mantenimiento de la residencia permanente de la comunidad de religiosos 
de la Orden de San Pablo el Primer Eremita en la zona asignada del Real Mo-
nasterio de San Jerónimo de Yuste, incluidos los derivados del mantenimiento 
de los servicios religiosos en la Iglesia del Real Monasterio, y los gastos en los 
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que incurra la comunidad religiosa directamente afectados al cumplimiento de 
las obligaciones contempladas del año 2022.

3.  Real Decreto 886/2022, de 18 de octubre, por el que se regula la 
concesión directa de subvenciones a las confesiones religiosas 
minoritarias firmantes de acuerdos de cooperación con el Estado (BOE 
de 19 de octubre de 2022)

Este real decreto tiene por objeto regular la concesión directa de una sub-
vención, con carácter excepcional y por razones de interés público y social, en 
aplicación de lo previsto en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, en relación con lo establecido en los 
apartados 2 y 3 del artículo 28 de dicha ley, a las federaciones de confesiones 
minoritarias firmantes de acuerdos de cooperación con el Estado español, con 
el fin de garantizar la realización de actuaciones de promoción de las condicio-
nes necesarias para el ejercicio efectivo del derecho de la libertad religiosa.

Las entidades beneficiarias de estas subvenciones son: 

a) La Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España (en 
adelante, FEREDE).

b) La Federación de Comunidades Judías de España (en adelante, FCJE).
c) La Comisión Islámica de España (en adelante, CIE).

Se considerarán actividades subvencionables:

a) Las actividades estatutarias de representación, interlocución y presen-
cia en órganos consultivos y de negociación vinculadas al ejercicio del derecho 
de libertad religiosa en cumplimiento de los acuerdos de cooperación.

b) El ejercicio de las funciones vinculadas al cumplimiento de los acuer-
dos de cooperación.

c) La prestación de apoyo, coordinación, asesoría legal, administrativa y 
de fortalecimiento de capacidades técnicas y organizativas de las entidades 
religiosas pertenecientes a la confesión.

d) Las actividades de formación de ministros de culto y profesores de 
enseñanza religiosa.

e) Las actividades de información, comunicación, sensibilización y di-
vulgación que permitan un mejor conocimiento e impulsen el diálogo y el acer-
camiento de las confesiones entre sí y de estas con la sociedad.
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El artículo 4 determina la cuantía y financiación de las subvenciones. La 
Fundación Pluralismo y Convivencia, F. S. P., establece una dotación financie-
ra de 1.170.623 euros. El importe máximo de las subvenciones a las entidades 
beneficiarias será el siguiente:

a) FEREDE: 526.780,35 euros.
b) FCJE: 210.712,14 euros.
c) CIE: 433.130,51 euros.

Los gastos subvencionables vienen determinados en el artículo 5 del real 
decreto. 

4.  Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2023 (BOE de 24 de diciembre de 2022)

A efectos del Derecho Eclesiástico del Estado cabe mencionar dos cues-
tiones de la Ley de Presupuestos Generales del Estado. 

En primer lugar, el artículo 122, relativo a las bases y tipos de cotización 
a la Seguridad Social, Desempleo, Protección por cese de actividad, Fondo de 
Garantía Salarial y Formación Profesional durante el año 2023, dispone que, 
de conformidad con lo previsto en la disposición adicional segunda del Real 
Decreto-ley 13/2022, de 26 de julio, la cotización en función de los rendimien-
tos de la actividad económica o profesional no se aplicará a los miembros de 
institutos de vida consagrada de la Iglesia católica, incluidos en este régimen 
especial en virtud del Real Decreto 3325/1981, de 29 de diciembre, y de la 
Orden TAS/820/2004, de 12 de marzo. 

En cualquier caso, los miembros de institutos de vida consagrada elegirán 
su base de cotización mensual en un importe igual o superior a la base mínima 
del tramo 3 de la tabla reducida de bases de cotización incluida en el apartado 
2 de este artículo. Las bases de cotización mensuales elegidas por ellos no serán 
objeto de regularización, al no cotizar en función de rendimientos. Igualmente, 
no será exigible la cobertura de la contingencia por incapacidad temporal, de 
las contingencias de accidente de trabajo y enfermedad profesional, por el cese 
de actividad y por formación profesional, conforme a lo previsto en la disposi-
ción adicional vigésima octava, apartado 2, del texto refundido de la Ley Ge-
neral de la Seguridad Social.

En segundo lugar, la disposición adicional quincuagésima séptima incluye 
en el elenco de actividades prioritarias de mecenazgo la conservación, restau-
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ración o rehabilitación de determinados bienes del Patrimonio Histórico Espa-
ñol relacionados en el anexo XIII de la propia ley, entre los que se encuentran 
varios templos católicos.

VI. NORMAS SOBRE ORGANISMOS

1.  Orden PCM/318/2022, de 11 de abril, sobre delegación de competencias 
y sobre fijación de límites para la administración de determinados 
créditos para gastos (BOE de 13 de abril de 2022)

El apartado Cuarto, punto 4, de esta orden delega en la persona titular de 
la Subdirección General de Libertad Religiosa las funciones derivadas de la 
exigencia del reintegro y demás funciones que comporten el ejercicio de potes-
tades administrativas que correspondan de las subvenciones referidas en la dis-
posición adicional decimosexta de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Gene-
ral de Subvenciones. 

El apartado Sexto, punto 3, delega en la persona titular de la Subdirección 
General de Libertad Religiosa la competencia para la resolución de expedientes 
de solicitud de inscripción y cancelación de las inscripciones en el Registro de 
Entidades Religiosas.

El apartado décimo quinto de la orden se ocupa exclusivamente de la de-
legación de competencias en materia de libertad religiosa. Se aprueba la dele-
gación por la persona titular de la Subsecretaria de la Presidencia, Relaciones 
con las Cortes y Memoria Democrática, en la persona titular de la Subdirección 
General de Libertad Religiosa, de la competencia para la resolución de los 
expedientes de solicitud de las modificaciones estatutarias y de la anotación y 
cancelación de la adhesión de entidades religiosas a una federación en los tér-
minos previstos en el Real Decreto 594/2015, de 3 de julio, por el que se regu-
la el Registro de Entidades Religiosas.

2.  Real Decreto 267/2022, de 12 de abril, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 
Europea y Cooperación (BOE de 13 de abril)

De acuerdo con el artículo 18.2, corresponde a la Subsecretaría de Asuntos 
Exteriores, Unión Europea y Cooperación, la Presidencia de la Obra Pía de los 
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Santos Lugares y de la Junta del Patronato de dicho organismo, así como las 
relaciones con la Santa Sede y la Soberana Orden de Malta.

El artículo 18.6 precisa que está adscrita al Ministerio, a través de la Sub-
secretaría, la Obra Pía de los Santos Lugares, cuya presidencia ostentará la 
persona titular de la Subsecretaría, de quien dependerá el funcionario que, con 
el nivel orgánico que se determine en la relación de puestos de trabajo, desem-
peñe la Dirección de dicha entidad, en los términos previstos en su Estatuto 
aprobado por Real Decreto 1005/2015, de 6 de noviembre.




